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MANDAMUS  
 

CASO NÚM. 2009-
07-0137 

 
SOBRE: 

Reclamación Laboral 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, el 
Juez Rodríguez Casillas y el Juez Bonilla Ortiz 

 

Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de julio de 2017. 

 La señora Vinelca Soto Guerrero nos presenta una petición 

de mandamus para que la Comisión Apelativa del Servicio Público 

(CASP o Comisión) dicte la correspondiente resolución en su caso.   

 Evaluada la comparecencia de la parte peticionaria, así 

como la comparecencia de la Comisión, EXPEDIMOS el auto de 

mandamus, por los fundamentos que exponemos a continuación.  

Veamos. 

I 

En el mes de julio del 2009, la señora Soto Guerrero 

presentó una Petición y/o Querella ante la extinta Comisión 

Apelativa del Sistema de Administración de Recursos Humanos del 

Servicio Público (CASARH), hoy Comisión Apelativa del Servicio 

Público (CASP)1.  Reclamó el pago de salarios por parte del 

                                                 
1 Mediante el Plan de Reorganización Núm. 2 de 26 de julio de 2010, se 

fusionaron la CASARH y la Comisión de Relaciones del Trabajo del Servicio 

Público, creándose la Comisión Apelativa del Servicio Público (CASP). 
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Municipio de San Sebastián, conforme a la Ley Núm. 28-2005 

sobre escala de salario de enfermeras al servicio público. 

Luego de algunos trámites procesales, el 11 de agosto de 

2010, la Comisión emitió una orden en la que le concedió a las 

partes un término para someter breve memorando de derecho y 

exponer su posición en cuanto a quién era el patrono de la señora 

Soto Guerrero, al igual que proveer el talonario de cheque de la 

señora Soto Guerrero. 

En septiembre de 2010 el Municipio de San Sebastián 

presentó una Moción en Cumplimiento de Orden y Memorando de 

Derecho y Solicitud de Resolución Sumaria.  Por su parte, la 

señora Soto Guerrero presentó una Moción en Cumplimiento de 

Orden.  Ambos escritos fueron acompañados con documentos y 

en ellos las partes solicitaron la adjudicación sumaria a su favor. 

Posteriormente y ante la inacción de la Comisión para 

atender el reclamo, la señora Soto Guerrero presentó ante la 

CAPS: una Moción en Solicitud de Status de Apelación en la que 

pidió que se indicara el estado procesal de los escritos y del caso 

en su totalidad, el 11 de abril de 2011; una Tercera Moción 

Solicitando Determinación Final en el Caso el 10 de mayo de 2012; 

una Cuarta Moción Solicitando Determinación Final en el Caso, el 

8 de enero de 2013; una Quinta Moción Solicitando Determinación 

Final en el Caso, el 30 de junio de 2014.  La Comisión no emitió 

respuesta sobre las solicitudes presentadas, ni se expresó de 

forma alguna para atender la controversia. 

El 8 de junio de 2017, la señora Soto Guerrero presentó la 

petición de mandamus que nos ocupa en este caso.  Solicitó que 

ordenemos a la Comisión a cumplir con su deber ministerial.  

Adujo el siguiente señalamiento de error: 



 
 

 
KLRX201700027    

 

3 

Erró la Comisión Apelativa al no resolver la 

controversia planteada ante sí, habiendo transcurrido 
seis (6) años de sometido el caso, incumpliendo su 

deber ministerial resultante de su función pública; y, 
además, dicha “Comisión Apelativa” ha declinado 

resolver el asunto por espacio de varios años 
afectando los derechos constitucionales de la 

peticionaria. 
 

 El mismo 8 de junio de 2017 emitimos una resolución 

ordenándole a la parte recurrida, la Comisión, a expresarse sobre 

la petición de mandamus en el término de diez (10) días contados 

a partir del diligenciamiento del emplazamiento.  El 

diligenciamiento del emplazamiento fue realizado el 12 de junio 

de 2017, por lo que la Comisión tenía hasta el 22 de junio de 2017 

para comparecer. 

 El 23 de junio de 2017, la Comisión presentó la 

correspondiente Moción en Cumplimiento de Resolución.  En ella 

anejó una orden emitida por la Comisión el 21 de junio de 2017, 

notificada a las partes el 22 de junio de 2017.  En tal orden la 

Comisión determinó denegar la adjudicación sumaria por entender 

que existía controversia sobre algunos hechos materiales del caso 

y señaló la celebración de una vista pública en el caso a celebrarse 

el 6 de septiembre de 2017.  

 Es la contención de la Comisión, en su comparecencia ante 

nosotros, que la acción solicitada no constituye un deber 

ministerial de la CASP pues entiende que lo solicitado por la 

peticionaria es un dictamen sumario.  Por otro lado, sostiene que 

la orden de señalamiento de vista torna académico el reclamo de 

mandamus, toda vez que el caso no está listo para ser resuelto de 

manera sumaria y que han demostrado que el caso ha sido 

asignado a un Oficial Examinador que dará prioridad al trámite del 

pleito. 
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II 

A. Mandamus 

La acción de mandamus se rige por la Regla 54 de 

Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A., Ap. V, R. 54 y 32 L.P.R.A. sec. 

3421 y siguientes.    El mandamus, según lo define nuestra 

legislación, "es un auto altamente privilegiado dictado por el 

Tribunal Supremo del Estado Libre Asociado, o por el Tribunal 

Superior de Puerto Rico, a nombre del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico, y dirigido a alguna persona o personas naturales, a 

una corporación o a un tribunal judicial de inferior categoría, 

dentro de su jurisdicción, requiriéndoles para el cumplimiento de 

algún acto que en dicho auto se exprese y que esté dentro de sus 

atribuciones o deberes". Artículo 649 del Código de Enjuiciamiento 

Civil, 32 L.P.R.A. sec. 3421; Noriega v. Hernández Colón, 135 

D.P.R. 406, 447 (1994).  

Como bien expresa la ley, el auto de mandamus es uno 

"altamente privilegiado". Esto significa que su expedición no se 

invoca como cuestión de derecho, sino que descansa en la sana 

discreción del foro judicial. Dicha expedición "no procede cuando 

hay un remedio ordinario dentro del curso de ley, porque el objeto 

del auto no es reemplazar remedios legales sino suplir la falta de 

ellos". AMPR v. Srio. Educación, E.L.A., , 266 (2010).   

El requisito fundamental para expedir el recurso de 

mandamus reside, pues, en la constancia de un deber claramente 

definido que debe ser ejecutado. Es decir, "la ley no sólo debe 

autorizar, sino exigir la acción requerida". AMPR v. Srio. 

Educación, E.L.A., supra, a la pág. 263-264. Por tal razón, aquella 

persona que se vea afectada por el incumplimiento del deber 

podrá solicitar el recurso. Id.   
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A tono con tal normativa, la Regla 54 de las de 

Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 54, dispone que sólo 

procede expedir el auto de mandamus cuando “el derecho a exigir 

la inmediata ejecución de un acto sea evidente y aparezca que no 

se podrá dar ninguna excusa para no ejecutarlo”.  Por lo tanto, el 

tribunal sólo cuanta con discreción para expedir un auto de 

mandamus cuando el peticionario demuestra que reclama un 

derecho claro y definido, respecto al cual el promovido no tiene 

discreción para denegarlo.     

B. Proceso adjudicativo conforme la LPAU, la Comisión o 

CASP y el Reglamento Núm. 7313 

En lo que respecta a la controversia que atendemos, la 

sección 3.3 de la ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, 

Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada 

(LPAU), 3 L.P.R.A. sec. 2153, establece que una agencia 

administrativa podrá designar oficiales examinadores para 

presidir los procedimientos de adjudicación celebrados.  En cuanto 

al término que requiere resolver un caso ante una agencia 

administrativa, la sección 3.13(g) de la LPAU, 3 L.P.R.A. sec. 

2163(g), establece que los casos adjudicativos ante una agencia 

administrativa se resuelvan dentro de seis (6) meses desde su 

presentación, salvo circunstancias excepcionales.  A su vez, la 

sección 3.14 de la LPAU dispone que “[u]na orden o resolución 

final deberá ser emitida por escrito dentro de noventa (90) días 

después de concluida la vista o después de la presentación de las 

propuestas determinaciones de hechos y conclusiones de derecho, 

a menos que este término sea renunciado o ampliado con el 

consentimiento escrito de todas las partes o por causa justificada” 

3 LPRA sec. 2164.  Estos término son directivos y no 

jurisdiccionales; esto es, es un término de cumplimiento 
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estricto.  Lab. Inst. Med. Ava. v. Lab. C. Borinquen, 149 D.P.R. 

121, 136 (1999); J. Exam. Tec. Med. v. Elías, 144 D.P.R. 483, 

494-495 (1997).  Dicho término solo puede ampliarse cuando 

existen circunstancias excepcionales, consentimiento escrito de 

las partes o causa justificada.  Lab. Inst. Med. Ava v. Lab. C. 

Borinquen, supra, a la pág. 136.  El fin primordial de este término 

es asegurar que los procesos administrativos se lleven a cabo de 

manera rápida y eficiente, y las agencias y sus directores no 

tienen discreción para incurrir en tardanzas o dilaciones 

injustificadas.  Id. a las págs. 135-136. 

Una vez sometido el caso a la agencia administrativa y 

pendiente su adjudicación, el remedio disponible para obligar al 

foro administrativo que cumpla con su deber ministerial es el 

mandamus ante el Tribunal de Apelaciones. J. Exam. Tec. Med. V. 

Elías, supra, a las págs. 495-496.  

La Comisión Apelativa del Servicio Público (CASP o 

Comisión) se estableció para fusionar la Comisión Apelativa del 

Sistema de Administración de Recursos Humanos del Servicio 

Público (CASARH) y la Comisión de Relaciones del Trabajo del 

Servicio Público (CRTSP).  Véase, Plan de Reorganización Núm. 2 

del 26 de julio de 2010, 3 LPRA Ap. XIII.  El Plan de Reorganización 

conocido como el Plan de Reorganización de la Comisión Apelativa 

del Servicio Público, regula el funcionamiento de la CASP y 

establece, en síntesis, que: “[s]e crea la Comisión Apelativa del 

Servicio Público como un organismo cuasi-judicial en la Rama 

Ejecutiva, especializado en asuntos obrero-patronales y del 

principio de mérito en el que se atenderán casos laborales, de 

administración de recursos humanos y de querellas […]”.  Artículo 

4 del Plan de Reorganización Núm. 2, supra.  (Énfasis nuestro). 
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En esencia, el Plan de Reorganización Núm. 2 es la Ley que 

dispone el alcance de las facultades de CASP y los límites de su 

jurisdicción, al igual que los términos para iniciar una querella y 

el procedimiento apelativo. Véase, Artículos 82, 12 y 13 del Plan 

de Reorganización Núm. 2, supra.  

Sobre los supuestos de jurisdicción apelativa de la CASP, el 

Artículo 12 de su estatuto regulador, reza como sigue:  

La Comisión tendrá jurisdicción exclusiva sobre 

las apelaciones surgidas como consecuencia de 

acciones o decisiones de los Administradores 
Individuales y los municipios en los casos y por las 

personas que se enumeran a continuación:   
a. Cuando un empleado, dentro del Sistema de 

Administración de los Recursos Humanos, no 

cubierto por las secs. 1451 et seq. de este título 

conocida como la “Ley de Relaciones del Trabajo 

del Servicio Público” alegue que una acción o 

decisión le afecta o viola cualquier derecho que 

se le conceda en virtud de las disposiciones 

1461 et seq. de este título, las secs. 4001 et 

seq. del Título 21, conocida como la “Ley de 

Municipios Autónomos”, los reglamentos que se 

aprueben para instrumentar dichas leyes, o de 

los reglamentos adoptados por los 

Administradores Individuales para dar 

cumplimiento a la legislación y normativa 

aplicable; 

 En cuanto al procedimiento apelativo establece que, para 

iniciar una querella o apelación, éste será el siguiente: 

La parte afectada deberá presentar escrito de 

apelación a la Comisión dentro del término 
jurisdiccional de treinta (30) días, contados a partir de 

la fecha en que se le notifica la acción o decisión, 
objeto de apelación, en caso de habérsele notificado 

por correo, personalmente, facsímile o correo 

                                                 
2 El Artículo 8 incisos: i, k, l, del Plan de Reorganización Núm. 2, supra,  

establece que la Comisión tendrá la facultad de conceder los remedios que 

estime apropiados y emitir las órdenes que sean necesarias y convenientes 

conforme a las leyes aplicables y atenderá toda querella o apelación que se 

presente oportunamente y que concierna a su jurisdicción, para lo cual deberá 

interpretar, aplicar y hacer cumplir las disposiciones de la "Ley de Relaciones 

del Trabajo para el Servicio Público" y reglamentación vigente, en todo lo 

relativo a los procedimientos relacionados con prácticas ilícitas; así como 

atender toda querella o apelación que se presente oportunamente y que 

concierna a su jurisdicción, para lo cual deberá interpretar, aplicar y hacer 

cumplir las disposiciones de la "Ley para la Administración de los Recursos 

Humanos en el Estado Libre Asociado de Puerto Rico" y reglamentación vigente, 

en todo lo relativo a la administración de los recursos humanos y la relación 

obrero patronal.  
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electrónico, o desde que advino en conocimiento de la 

acción o decisión por otros medios. 
La Comisión podrá luego de investigada y analizada 

una apelación, desestimar la misma o podrá ordenar 
la celebración de una vista pública, delegando la 

misma a un oficial examinador, quien citará a las 
partes y recibirá la prueba pertinente. 

La Comisión dispondrá, mediante reglamento, los 
procedimientos adjudicativos que gobernarán las 

vistas públicas que se lleven a cabo al amparo de este 
Plan. 

Artículo 13 del Plan de Reorganización Núm. 2, supra. 

Conforme a las disposiciones del Plan de Reorganización 

Núm. 2 antes citado, se transfirió a la Comisión, el Reglamento 

Procesal de la Comisión Apelativa del Sistema de Administración 

de Recursos Humanos (CASARH), Reglamento Núm. 7313 de 5 de 

abril de 20073. Véase: Artículo 30 del Plan de Reorganización, 3 

LPRA Ap.XIII4.  Este Reglamento tiene como propósito establecer 

los mecanismos y normas procesales que regirán el descargo de 

la función adjudicativa de la CASP y aplicará en todos los 

procedimientos ante la Comisión. 

En lo aquí pertinente y de forma similar a lo establecido en 

la LPAU, el Reglamento Núm. 7313 establece en el Artículo V, 

Sección 5.3 (d) que “[e]n los casos que se haya celebrado vista 

pública, finalizada la misma, […] se procederá a dictar resolución 

a base de la totalidad de la prueba, dentro de un periodo de 

tiempo que no debe exceder de noventa (90) días”.  Además, la 

Sección 8.17 del Artículo VIII, del Reglamento Núm. 7313, 

dispone -en cuanto a los términos para emitir una resolución en 

procedimientos adjudicativos- que:  

                                                 
3 Este Reglamento se adoptó conforme a la autoridad que le confirió el Artículo 

13, Secciones 13.9 y 13.10(4) de la Ley 184 de 3 de agosto de 2004, a la 

Comisión Apelativa del Sistema de Administración de Recursos Humanos 

(CASARH); el Procedimiento para la Reglamentación y las disposiciones 

aplicables de la Ley 170 del 12 de agosto de 1988 y la Ley Núm. 151 de 22 de 

junio de 2004, según enmendada, conocida como Ley de Gobierno Electrónico.  
4 Este artículo dispone que “[c]ualquier referencia a la CASARH y la CRTSP en 

cualquier otra ley o reglamento o documento oficial del Gobierno de Puerto Rico 

se entenderá que se refiere a la Comisión Apelativa del Servicio Público, creada 

mediante este Plan”.  
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Salvo en circunstancias excepcionales, todo caso 

sometido a un procedimiento adjudicativo ante una 
agencia deberá ser resuelto dentro de un término de 

seis (6) meses, desde su radicación. Como norma 
general una resolución debe ser emitida por escrito 

dentro de noventa (90) días después de concluida la 
vista o después de la radicación de las propuestas 

determinaciones de hechos y conclusiones de 
derecho, a menos que este término sea renunciado o 

ampliado con el consentimiento escrito de todas las 
partes o por causa justificada.  

 

III 

 La parte peticionaria sostiene que la Comisión está obligada 

en Ley, como parte de sus deberes ministeriales a adjudicar la 

controversia que se plantee oportunamente y que concierna a su 

jurisdicción.  Sostiene que en este caso la Comisión no ha emitido 

resolución final en el caso dentro del término correspondiente para 

que se adjudique el mismo según la Ley y que no ha expresado 

justa causa para demorar más de 2,190 días en resolver la 

controversia. 

 Por otro lado, la Comisión sostiene que no existe deber 

ministerial en este caso pues entiende que el reclamo de la 

peticionaria se circunscribe a que la agencia emita una resolución 

sumaria.  Bajo tal razonamiento, arguye que la Comisión no está 

obligada a emitir la resolución sumaria.  Este argumento es 

erróneo. 

 Al evaluar la petición de mandamus y los documentos que 

surgen del expediente se desprende que la señora Soto Guerrero 

solicita que se atienda y se resuelva su caso.  No se limita a que 

la Comisión realice una solución sumaria en su pedido, sino que 

solicita que se emita la resolución final sobre la reclamación por 

ella presentada en el 2009 y que está ante la consideración de la 

CASP desde hace más de seis años. 
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 Por otra parte, la Comisión sostiene que el caso es 

académico porque se señaló -ahora en el 2017 y posterior a la 

presentación del mandamus ante el este Tribunal Apelativo- una 

vista.  Para explicar la dilación en la atención del presente caso, 

la Comisión sostiene que el inventario es amplio y significativo; 

que hay escasez de personal para entender en los casos; y que no 

tienen la intención de dilatar los procedimientos.  Aducen que 

conforme a la LPAU, la escases de recursos humanos es una causa 

justificada para no culminar el proceso adjudicativo dentro de los 

términos directivos de la LPAU, esto es, dentro de los seis meses 

de la presentación del recurso.   

 Este pleito que atendemos fue presentado ante la Comisión 

en el 2009 y desde el 2010, después de la Comisión ordenarle a 

las partes someter un breve memorando de derecho y exponer su 

posición en cuanto a quién era el patrono de la señora Soto 

Guerrero, y de las partes cumplir según lo ordenado, la Comisión 

no le ha dado trámite alguno al caso.  No se ha expresado y 

tampoco ha atendido las controversias planteadas, ello a pesar de 

las numerosas solicitudes de la parte peticionaria a tales efectos.  

Estamos conscientes de que la CASP tiene muchos casos y poco 

personal para atenderlos, pero tales razones no justifican la 

inacción de la agencia por tantos años y la dilatación de más de 

siete años en atender la controversia y señalar una vista.  La 

CASP, en este caso, ha extendido el proceso adjudicativo de 

manera injustificada y excesiva. 

 Ahora bien, no podemos dejar de reconocer que -en este 

momento- la CASP procedió a señalar la correspondiente vista 

para continuar los procedimientos administrativos necesarios en 

el caso, aunque notablemente tal proceder fue el resultado de la 

presentación de este recurso de mandamus por la señora Soto 
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Guerrero ante este Tribunal Apelativo.  Sin embargo, con tal 

señalamiento de vista no se resuelve el pedido de la aquí 

peticionaria, señora Soto Guerrero, de que se resuelva y 

adjudique finalmente la controversia. 

 A tono con tal hecho y por entender que en este caso la 

CASP no ha cumplido con su deber ministerial de atender la 

controversia dentro de seis meses de presentado el recurso ni ha 

cumplido con el procedimiento adjudicativo conforme a lo que 

establece su propio reglamento y las disposiciones de Ley 

aplicables y citadas en la segunda parte de este dictamen, 

entendemos que procede expedir el auto de mandamus, para que, 

una vez celebrada la vista pautada para el 6 de septiembre de 

2017, el oficial examinador dicte Resolución en un término que no 

exceda de noventa (90) días y la CASP, dentro de ese mismo 

término, adjudique el caso ante su consideración. 

IV 

Por los fundamentos antes expresados, expedimos el auto 

de mandamus y se le ordena a la CASP a adjudicar el caso de 

VINELCA SOTO GUERRERO vs. MUNICIPIO DE SAN SEBASTIAN, 

Núm. 2009-07-0137 en el término de noventa (90) días contados 

a partir de celebrada la vista pública pautada para el 6 de 

septiembre de 2017. 

Notifíquese. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


